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El libre acceso a la información ya goza de una larga tradición en los países 
escandinavos, sobre todo en Suecia donde la primera ley de acceso a la información 
es la “Freedom of the Press Act” (1.766) que permitió la publicación de muchos 
documentos del Gobierno y el acceso público a los mismos. Sin embargo hubo que 
esperar casi dos siglos para que el derecho a saber (“right to know”) se implementara 
en otros países1. 
La primera vez que se promovió a nivel europeo el acceso de los ciudadanos a la 
información fue precisamente en materia de medio ambiente. La Directiva 90/313/CEE 
del Consejo, de 7 de junio de 1990 sobre libertad de acceso a la información en 
materia de medio ambiente supuso la concreción de las políticas generales de fomento 
de la participación pública y la trasparencia administrativa en el ámbito del medio 
ambiente por lo que en muchos Estados miembros de la entonces conocida como 
Comunidad Económica Europea (CEE) esta Directiva fue el punto inicial para 
desarrollar una cultura administrativa más abierta2. Por ello podría afirmarse que la 
apertura de la Administración se produjo en un primer momento en materia de medio 
ambiente y de allí se extendió al ámbito general por lo que hoy en día el derecho de 
acceso a la información se manifiesta en múltiples materias, como por ejemplo en el 
ámbito de la contratación pública o en el sector urbanístico, y afecta de forma directa 
al funcionamiento de la Administración. 
El Convenio sobre acceso a la información, participación del público en la toma de 
decisiones y acceso a la justicia en materia de medio ambiente, firmado el 25 de junio 
de 1998 en la ciudad danesa de Aarhus (conocido como Convenio de Aarhus), 
estableció los tres pilares de tipo formal o procedimental que habitualmente se 
agrupan bajo el rótulo del derecho colectivo al medio ambiente3. Estos tres pilares o 
derechos a los que el Convenio de Aarhus se refiere son:  
1- El derecho de acceso a la información sobre el medio ambiente.  
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2- El derecho de participación en los procesos de toma de decisiones. 
3- El derecho de acceso a la justicia en materia de medio ambiente.  
El presente trabajo tiene como objetivo profundizar en la aplicación práctica del 
derecho de acceso a la información en materia de medio ambiente regulado en la Ley 
27/2006, de 18 de julio, de acceso a la información, participación pública y acceso a la 
justicia en materia de medio ambiente (en adelante LIPPJMA). Ésta Ley traspuso al 
derecho interno la Directiva 2003/4/CE, relativa al acceso del público a la información 
medioambiental (primer pilar del Convenio), y la Directiva 2003/35/CE, sobre medidas 
para la participación del público en la elaboración de determinados planes y 
programas relacionados con el medio ambiente (segundo pilar del Convenio). 
 
2.- El acceso a la información ambiental. 
En el campo ambiental el derecho a saber tiene una especial relevancia dado el 
carácter colectivo del derecho a un medio ambiente adecuado y la responsabilidad 
común de todos en la protección del medio ambiente. 
El derecho a la información ambiental conlleva claros efectos positivos como son: 
1- Formar la conciencia social y educar a la ciudadanía respecto de los problemas 
ambientales. 
2- Facilitar la participación efectiva de los ciudadanos en los asuntos ambientales. 
3- Actuar como instrumento de control democrático para asegurar el cumplimiento 
de la normativa ambiental. 
Estos efectos positivos que se derivan del derecho de acceso a la información son los 
que hacen que la materia ambiental sea un sector puntero en lo que a transparencia 
se refiere. A pesar de ello, como ocurre en otros campos, el problema radica en la 
aplicación efectiva de la norma ante las dificultades de orden político y jurídico para su 
real puesta en práctica. De ahí que uno de los objetivos de la legislación ambiental sea 
la efectividad del derecho de acceso a la información ambiental4. 
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El Convenio Aarhus sobre el acceso a la información, la participación del público en la 
toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, hecho en 
Dinamarca el 25 de junio de 1998, expresa en su parte expositiva los fundamentos  
sobre la importancia de la información ambiental y en ellos se refiere al carácter 
instrumental en cuanto su finalidad consiste en contribuir a la protección ambiental 
(artículo 1 del Convenio de Aarhus), para lo que ha de favorecerse la educación 
ecológica del público al que ha de concienciarse respecto a los problemas ambientales 
(artículo 3.3 del Convenio de Aarhus). 
Asimismo, la Directiva 2003/4/CE de 28 de enero de 2003 relativa al acceso del 
público a la información medioambiental, comienza expresando la funcionalidad de la 
información ambiental, al señalar que “un mayor acceso del público a la información 
medioambiental y la difusión de tal información contribuye a una mayor concienciación 
en materia de medio ambiente, a un intercambio libre de puntos de vista, a una más 
efectiva participación del público en la toma de decisiones medioambientales y, en 
definitiva, a la mejora del medio ambiente”5. 
Por su parte la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de 
acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia 
de medio ambiente (LIPPJMA), destaca en su exposición de motivos que el acceso a 
la información ambiental desempeña un papel esencial en la concienciación y 
educación ambiental de la sociedad y constituye un instrumento indispensable para 
poder intervenir con conocimiento de causa en los asuntos públicos6.  
El acceso a la información ambiental constituye, por tanto, un instrumento 
indispensable para hacer efectivos los otros dos pilares del Convenio de Aarhus 
(participación pública y acceso a la justicia), habida cuenta que si los ciudadanos no 
disponen de la información relevante difícilmente podrán intervenir de forma efectiva 
en los asuntos públicos que afectan a este bien jurídico colectivo7.  
                                                          
5
 La Comisión en su Informe de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo sobre la 
experiencia adquirida en la aplicación de la Directiva 90/313/CEE del Consejo, de 7 de junio de 
1990, sobre libertad de acceso a la información en materia de medio ambiente (COM/2000/400 
final), expresaba respecto de esta Directiva que “El punto de partida de la Directiva es que las 
cuestiones ambientales se gestionan mejor si participan todos los ciudadanos interesados al 
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Así lo ha puesto de relieve también la jurisprudencia, pues en este sentido la 
Sentencia del TS, de 3 de octubre de 2006, afirma que:  
«Un mayor acceso del público a la información medioambiental y la difusión de 
tal información contribuye a una mayor concienciación en materia de medio 
ambiente, a un intercambio libre de puntos de vista, a una más efectiva 
participación del público en la toma de decisiones medioambientales y, en 
definitiva, a la mejora del medio ambiente». 
Para ello la LIPPJMA pretende mejorar los procedimientos de acceso a la información 
en una doble vertiente, la difusión activa de la información por parte de las autoridades 
públicas y la difusión pasiva de la información ambiental que se lleva a cabo mediante 
la solicitud previa ante las autoridades públicas. 
 
2.3- La delimitación del concepto de información ambiental. 
La definición de qué ha de entenderse por “información ambiental” a los efectos de la 
aplicación de la LIPPJMA ha suscitado numerosos problemas interpretativos. En 
primer lugar cabe apuntar que la ley ha preferido pecar de prolija que permitir cualquier 
denegación de información que pueda tener trascendencia, aunque sea indirecta, 
sobre todos los elementos que conforman el medio ambiente, sobre los factores de 
todo tipo que puedan incidir en él, y sobre las condiciones de la vida humana que 
puedan verse afectadas por su alteración.  
Se trata, no obstante, de una materia acotada a cuestiones ambientales, que definan 
el ámbito de aplicación de la Ley, por lo que si se quisiera pedir otra información no 
atinente a las mismas debería utilizarse la vía de la nueva Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, sobre transparencia acceso a la información pública y buen gobierno, la 
cual es mucho más restrictiva a la hora de dar acceso a la información ya que utiliza la 
fórmula del silencio administrativo negativo para denegar las solicitudes una vez 
transcurrido el plazo para dar respuesta, lo cual deja mucho que desear teniendo en 
cuenta que se trata de una Ley de transparencia tardía que cuenta con la experiencia 
comparada de muchos otros países8. 
La jurisprudencia también camina en una línea expansiva e interpreta de manera 
amplia el concepto de “información ambiental”. El TJCE ya había tenido ocasión de 
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pronunciarse sobre el concepto de información sobre medio ambiente en el marco de 
la Directiva 90/313/CEE, interpretando que esta Directiva se debía aplicar a todas las 
formas de ejercicio de la actividad administrativa (salvo concurrencia de una causa de 
denegación).  
Así, en la Sentencia de 17 de junio de 1998, el TJCE realiza una interpretación amplia 
de este concepto y entiende que: 
«En el concepto de “información sobre medio ambiente”  de la letra a) del art. 2 
de la Directiva se incluye cualquier información relativa al estado de los 
distintos elementos del medio ambiente que allí se mencionan, así como las 
actividades o medidas que puedan afectar o proteger el estado de dichos 
elementos, “incluidas las medidas administrativas y los programas de gestión 
del medio ambiente”. Del tenor literal de esta disposición se deriva que el 
legislador comunitario pretendió dar a dicho concepto un sentido amplio que 
abarcara tanto los datos como las actividades referentes al estado de dichos 
elementos9». 
Pero tal pronunciamiento del Tribunal no quedó ahí, ya que fue cuestionado acerca de 
si la letra a) del art. 2 de la Directiva debía ser aplicada a un informe emitido por una 
autoridad competente en materia de ordenación paisajística, en el marco de su 
participación en un procedimiento de aprobación de un plan de construcción10. 
El Tribunal resolvió la cuestión prejudicial que le había sido planteada por un órgano 
jurisdiccional alemán e interpretó que un informe emitido por la autoridad competente 
en materia de ordenación paisajística en el marco de su participación en un 
procedimiento de aprobación de un plan de construcción constituye información 
ambiental siempre que ese informe, en lo que atañe a los intereses de la protección 
del medio ambiente, pueda influir en la decisión de aprobación de dicho plan. 
En la Sentencia del TJCE de 26 de junio de 2003 vuelve a corroborarse esta 
interpretación amplia del concepto de “información sobre medio ambiente”. En esta 
ocasión, el Tribunal afirmó que este concepto debe tener un alcance más amplio que 
el total de las actividades de las autoridades públicas y debe incluir los documentos 
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que no tengan relación con el ejercicio de un servicio público siempre que tales 
documentos guarden conexión con el medio ambiente. 
En consecuencia, a juicio del Tribunal, para que la información sea considerada 
ambiental a efectos de la Directiva 90/313/CEE, basta que constituya un acto que 
pueda afectar o proteger el estado de alguno de los sectores ambientales.  
También los Tribunales españoles se han ocupado de refrendar esta vocación 
expansiva del concepto de información ambiental. En este sentido puede citarse como 
ejemplo la Sentencia del TS, de 17 de febrero de 200411, que menciona expresamente 
las sentencias citadas del TJCE. 
Esta amplitud del concepto de información ambiental se refleja en la definición que de 
este concepto realiza ahora la Ley 27/2006, que lo amplía en gran medida, con el 
objeto de clarificar, completar y solucionar algunas de las carencias y lagunas que 
presentaba la definición anteriormente contenida en la Ley 38/1995.  
La definición abarca ahora una gama más amplia de asuntos relacionados con el 
medio ambiente, tales como el estado de la salud y la seguridad humanas, las 
condiciones de la vida humana, los bienes del patrimonio histórico, cultural y artístico y 
construcciones, el análisis coste-beneficio y otros análisis y supuestos económicos 
utilizados en la toma de decisiones ambientales.  
Como ejemplo de ello, cabe citar  la Sentencia del TSJ del País Vasco, de 21 de 
septiembre de 2011. En ella el Tribunal consideró que un plan de laboreo regido por la 
legislación de minas constituye información ambiental en cuanto contiene medidas y 
actividades que afectaban y podían afectar a los elementos y factores citados en la 
letras a) del artículo 2.3 de la Ley 27/2006, en concreto por incidir en el suelo y la 
tierra, así como en el paisaje12. 
De todas formas, aun configurándose de forma amplia el objeto del derecho de acceso 
a la información, a raíz de la definición que se da ahora del concepto “información 
ambiental”, ello no impide que aún continúen planteándose problemas en orden a 
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determinar si ciertas solicitudes de información dirigidas a las autoridades públicas 
entran o no en el concepto de información ambiental. 
En particular, uno de los temas que se planteó era si dentro del concepto se incluía o 
no la información de carácter técnico, económico o financiero. A esta cuestión se 
refirió el Defensor del Pueblo en varios de sus informes anuales (por ejemplo, en el de 
2007 y en el de 2009), entendiendo que “carece de respaldo normativo excluir del 
concepto de información ambiental la de carácter técnico, económico o financiero, 
pues una motivación en ese sentido no es apta y convierte en arbitraria la denegación 
de la información pedida”. Sobre la base de esta argumentación, el defensor del 
pueblo concluye que no resulta ajustado a derecho la denegación de acceso a 
informes elaborados para solicitar financiación europea en relación con los proyectos 
de infraestructuras; a informes relativos a la contratación administrativa; o a los datos 
de consumo de agua por campos de golf, argumentando que no constituyen 
información ambiental de acuerdo con la LIPPJMA13. 
En mi opinión cualquier información que pueda incidir sobre el medio ambiente, ya sea 
directa o indirectamente, es apta para ser considerada como información ambiental ya 
que los elementos que conforman el medio ambiente son tan diversos que es difícil 
establecer una delimitación clara a la hora de individualizar si en un caso concreto la 
información solicitada guarda relación con el bien jurídico protegido, es decir con el 
medio ambiente. Podría decirse que es una cuestión casuística más que teórica por lo 
que hay que analizar caso por caso para poder saber si la información guarda relación 
con el medio ambiente o si por el contrario no lo es y por lo tanto no entra dentro del 
ámbito de aplicación de la LIPPJMA. 
Por otra parte, otra cuestión importante a tener en cuenta es el hecho de que para que 
estas autoridades públicas resulten obligadas a prestar la información solicitada no es 
preciso que ostenten responsabilidades en materia ambiental, sino que basta, como 
dice la Ley, con que la información requerida obre en su poder, esto es, que la posean 
y haya sido recibida o elaborada por ellas. 
La cuestión que se suscita aquí es qué ocurre cuando, aun existiendo una obligación 
por parte de la Administración pública de obtener determinada información ambiental, 
no dispone de ella. En principio, parecería que, de acuerdo con el tenor literal de la 
Ley, si lo solicitado no son datos preexistentes, sino que exigirían su confección “ad 
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hoc”, ello excede del deber de información de acuerdo con el tenor literal de la 
LIPPJMA14.  
En este sentido se pronuncia la sentencia del TSJ de Castilla y León de 16 de abril de 
2008. En ella una asociación solicitó información sobre los valores límite de dióxido de 
nitrógeno y sobre el número anual de veces que se habían superado dichos valores 
(por horas y partículas en referencia diaria). Pues bien, a pesar de que la 
Administración estaba obligada a efectuar listas donde constaran tales resultados, los 
datos que se solicitaban eran tan sumamente complejos y precisos que la 
Administración se vio imposibilitada para suministrar la información en los términos 
interesados15. 
Por ello, en este caso el Tribunal consideró que la Asociación no trataba de acceder a 
datos preexistentes en poder de la Administración sino que pretendía que ésta los 
confeccionara “ad hoc” en los términos solicitados (es decir, teniendo en cuenta el 
número de veces que se habían sobrepasado los límites en un año indicando las 
horas y partículas en términos diarios) cosa que excedía del deber de información de 
acuerdo con el tenor literal del precepto, que no obliga a su confección expresa. 
De igual modo, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Asturias, de 27 
diciembre de 2011, declaró la inexistencia de incumplimiento del deber de dar acceso 
a información ambiental dado que el documento interesado por la Agrupación 
recurrente no había sido elaborado por la Administración toda vez que ésta ni siquiera 
tenía la obligación de realizarlo o procesarlo16.  
A pesar de estos pronunciamientos, como ha puesto de relieve Razquin Lizarraga, el 
deber de suministrar la información ambiental que recae sobre las autoridades 
públicas puede comportar en ciertos casos una correlativa facultad-obligación de las 
autoridades públicas para obtener la información solicitada, de manera que la 
efectividad del derecho de acceso puede implicar una obligación previa de la 
Administración pública de ejercer sus competencias para obtener la información de la 
que debe disponer17. Algo que resulta lógico puesto que no tiene sentido negar una 
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 LOZANO CUTANDA, B., Derecho Ambiental Administrativo, cit., p. 236. 
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solicitud de información sobre la base de que dicha información no obra en poder de la 
autoridad pública competente cuando ésta no ha cumplido con su obligación legal de 
elaborarla. 
En relación a esta cuestión, la sentencia del TSJ del País Vasco, de 16 de junio de 
2003, dio la razón al solicitante y obligó al Ayuntamiento a procurar la información 
ambiental requerida referente a unas Normas Urbanísticas de un municipio. El 
Tribunal, en este caso concreto, dejó claro que, tratándose de peticiones de datos 
concretos, no genéricos, referidos a un espacio temporal limitado y al grado de 
previsión y desarrollo de un concreto instrumento de planeamiento urbanístico que el 
Ayuntamiento debía poseer, no era posible alegar la dificultad para su elaboración, 
pues sí la Secretaría carecía de medios para elaborarlos siempre hubiera podido 
acudir a la vía de la contratación administrativa para lograr tal objetivo18. 
Por lo tanto, en determinados casos, la efectividad del derecho de acceso puede 
implicar una obligación previa de la Administración de ejercer sus competencias para 
obtener la información de la que debe disponer, aun cuando carece de medios para su 
elaboración19. Ello es totalmente coherente con el sistema establecido en la LIPPJMA 
y resulta muy eficaz a la hora de persuadir a las Administraciones Públicas para 
hacerlas cumplir con sus obligaciones sin dejarles la posibilidad de eludir sus 
responsabilidades. 
Por último, cabe apuntar que no puede equipararse a la inexistencia de la información 
solicitada el hecho de que la misma sea errónea, haya sido declarada nula o no haya 
sido tomada en consideración en un determinado procedimiento administrativo. Si la 
información existe y obra en poder de la Autoridad interpelada, debe facilitarse a quien 
la haya solicitado, aunque sea acompañada de las aclaraciones, explicaciones o 
acotaciones sobre el contenido y valor de dicha información que el organismo 
considere oportuno formular. 
Ejemplo de ello son las Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, 
de 16 de abril de 2008 y de 6 de mayo de 2008, en las que se resuelve que no puede 
denegarse una solicitud de acceso a los datos de unas estaciones de control de la 
contaminación atmosférica bajo el pretexto de que dichos datos fueron invalidados 
porque la medición se realizó de manera incorrecta o con una metodología mal 
empleada. Lo que procedería según el Tribunal es efectuar la advertencia, valorativa, 
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que no fáctica, de que tal dato no es significativo a efectos de medición de la 
contaminación, pero no denegar la solicitud puesto que no existe en la LIPPJMA una 
excepción de esas características20. 
 
2.1- La difusión activa de la información ambiental. 
Como se ha expresado anteriormente la LIPPJMA prevé dos maneras generales para 
obtener la información que obre en poder de las autoridades públicas o en el de otros 
sujetos que la posean en su nombre, dependiendo de quién impulse la difusión de esa 
información: la activa o de recogida y difusión de información y la pasiva o de acceso a 
la información previa solicitud. 
En relación a la difusión activa de la información cabe apuntar que, según Lozano 
Cutanda, a diferencia de lo que ocurre en la difusión de la información ambiental 
previa solicitud, la Ley no reconoce un “derecho” a que se difunda al público 
información sobre el medio ambiente21. No obstante posteriormente afirma que tal 
derecho puede entenderse incluido en una interpretación amplia del acceso a la 
información que obre en poder de las autoridades públicas en aquellos supuestos en 
los que estas resultan obligadas a que se ponga a disposición de los ciudadanos, de 
oficio y periódicamente determinada información22. Así lo entendió la Sentencia del TS 
de 4 de abril de 2006 que aunque referida a la anterior Ley 38/1995 resulta 
perfectamente extrapolable a la vigente LIPPJMA. En ella se dio la razón a una 
asociación ecologista que había solicitado del Ayuntamiento de Madrid que cada mes 
le informase sobre los datos de emisiones de residuos de la incineradora de 
Valdemingómez. La Sentencia estimó que tal petición no puede calificarse de 
“manifiestamente abusiva” o formulada de manera excesivamente general por el 
simple hecho de que se trate de solicitar una información futura, y afirma que si bien el 
derecho a la información puede reconocerse individualmente cuando de solicitudes 
individuales se trate, tal derecho se transforma en un derecho de difusión periódica 
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medioambiental cuando el contenido de la información pretendida sean datos de 
información periódica medioambiental de obligado cumplimiento por parte de las 
Administraciones públicas23.   
A mi parecer resulta sorprendente que una sentencia se haya debido pronunciar al 
respecto cuando uno de los objetivos perseguidos por la Directiva 2003/04/CE es que 
las autoridades públicas difundan y pongan a disposición del público la información 
medioambiental, y más aún si, como es el caso, dichas autoridades están obligadas de 
oficio a proporcionarla de manera periódica. En este sentido el artículo 6.3 de la 
LIPPJMA establece que “las autoridades públicas deben adoptar las medidas 
necesarias para garantizar que la información ambiental se haga disponible 
paulatinamente en bases de datos electrónicas de fácil acceso al público a través de 
redes públicas de telecomunicaciones”, por ello no resultaría comprensible que no 
aparezcan publicados los contenidos mínimos a los que se refiere el artículo 7 de la 
Ley, esto es: los textos de los instrumentos internacionales y los textos legislativos 
comunitarios en materia ambiental; las políticas, programas y planes relacionados con 
el medio ambiente; los informes sobre la aplicación de estos instrumentos jurídicos;  
las autorizaciones con un efecto significativo sobre el medio ambiente; y los estudios 
sobre impacto ambiental y evaluaciones de riesgos relativos a los elementos 
ambientales que configuran el concepto de medio ambiente o una referencia al lugar 
donde se puede solicitar información. 
Un ejemplo del buen uso de esta herramienta que nos proporciona Internet para 
publicar información de fácil acceso es la realizada por el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente que se encarga de publicar una memoria anual sobre 
“Medio ambiente en España” en la que se exponen las principales actuaciones 
públicas llevadas a cabo en materia de medio ambiente24. 
 
2.2- El acceso a la información ambiental previa solicitud. 
Para obtener acceso a la información ambiental la LIPPJMA prevé otra vía diferente a 
la difusión activa por parte de las autoridades públicas, esta segunda vía es la llamada 
de suministro pasivo de información. No se trata ya de que las autoridades públicas 
difundan la información ambiental, sino de que den respuesta a las solicitudes de 
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información ambiental planteadas por cualquier persona. Aquí el protagonista es el 
ciudadano, como solicitante de la información y es la administración quien adopta el rol 
de sujeto pasivo, como obligada a suministrar la información ambiental que le han 
solicitado. 
Como señala Trias Prats “seguramente esta vertiente, que hace del ciudadano el 
motor de todo el sistema, sea la que mejor representa la configuración del derecho 
como instrumento de control sobre la actividad de los poderes públicos. Y a la vez, la 
que más estrechamente conecta con otro de los pilares básicos de la protección 
ambiental consagrados por el Convenio de Aarhus: la participación del público en los 
procesos de decisión ambiental. Ambos supuestos comparten la exigencia de un 
comportamiento activo del ciudadano”25. 
 
2.2.1- El sujeto activo: «todos». 
La LIPPJMA reconoce en términos muy amplios el derecho de acceso a la información 
ambiental suprimiendo el requisito establecido por la anterior Ley 38/1995 de que los 
solicitantes fueran nacionales de uno de los estados que integran el Espacio 
Económico Europeo o tuviesen su domicilio en uno de ellos, limitación que no existía 
en la Directiva y que por lo tanto contravenía el Derecho comunitario, aunque no 
llegara a ser cuestionada por la Comisión26. El artículo 3 de la LIPPJMA reconoce, en 
primer lugar y como derecho más importante, el derecho “a acceder a la información 
ambiental que obre en poder de las autoridades públicas o en el de otros sujetos en su 
nombre, sin que para ello estén obligados a declarar un interés determinado, 
cualquiera que sea su nacionalidad, domicilio o sede”.  
Queda claro, por tanto, que la Ley reconoce ahora a todos (personas físicas o 
jurídicas, asociaciones, organizaciones y grupos) el derecho a solicitar información y a 
acceder a ella independientemente de cuál sea su nacionalidad, domicilio o sede y sin 
necesidad de acreditar interés alguno por lo que se amplían considerablemente las 
posibilidades de ejercicio desde el punto de vista del sujeto activo. 
Y es que en materia ambiental es importante que se garantice el derecho de acceso 
no solo a las personas físicas, sino también a las jurídicas dado que en el campo del 
medio ambiente la participación ciudadana se articula, principalmente, a través de 
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asociaciones y organizaciones no gubernamentales de protección y defensa del medio 
ambiente. Asimismo, desde el punto de vista del sujeto activo, resulta interesante 
señalar que algunas sentencias han reconocido también el derecho de acceso a la 
información en su vertiente pasiva a las Administraciones públicas, en concreto a los 
municipios27. 
Así, la Sentencia del TSJ de Cataluña, de 19 de abril de 2000, admite que las 
Administraciones públicas puedan ejercer el derecho de acceso a la información 
ambiental. En este caso el Tribunal consideró improcedente la denegación de una 
solicitud ambiental realizada por parte de varios entes locales que solicitaron una copia 
de la autorización otorgada por la Junta de Residuos del Departamento de Medio 
Ambiente de la Administración de la Generalitat de Cataluña en relación con el uso de 
unos residuos industriales. 
En una línea similar, la Sentencia del TSJ de Madrid de 3 de octubre de 2005, también 
reconoció el derecho de acceso a la información en materia de medio ambiente a una 
Ayuntamiento. En este supuesto el Tribunal afirmó que dicho Ayuntamiento actuaba 
como un particular ante la Administración General del Estado ya que sólo pretendía 
obtener información relacionada con las obras de una presa cercana dada la alarma 
social entre sus habitantes como consecuencia de los posibles daños catastróficas 
que pudiera tener la presa sobre ellos28.  
De igual modo, en una Sentencia más reciente, de 1 de febrero de 2012, la Audiencia 
Nacional reconoció respecto de las Comunidades Autónomas la posibilidad de 
participar en el proceso de toma de decisión, y por tanto, de acceder a la información 
necesaria para la participación a través de la correspondiente solicitud29.  
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Esta posibilidad parece corroborarla la Ley cuando menciona expresamente a las 
Administraciones públicas a efectos de su exención subjetiva en la tasa de suministro 
de información ambiental para la Administración General del Estado y sus organismos 
autónomos (disposición adicional primera apartado 6.a)30. 
 
2.2.2- El sujeto pasivo: las «autoridades públicas». 
Una vez determinado el sujeto activo del derecho de acceso a la información 
ambiental, el paso siguiente será examinar quiénes son los sujetos que tendrán la 
obligación de facilitar el acceso a la información ambiental.  
Pues bien, según lo dispuesto en el artículo 1º letra a), el derecho de acceso se 
ejercita sobre la información ambiental que obre en poder de las autoridades públicas 
o en el de otros sujetos que la posean en su nombre cuando asuman 
responsabilidades públicas, ejerzan funciones públicas o presten servicios públicos 
relacionados con el medio ambiente. 
De esta forma la LIPPJMA, en sintonía con las previsiones del Convenio de Aarhus y 
de la Directiva 2003/4/CE, amplía considerablemente el catálogo de sujetos obligados 
a suministrar información ambiental, pues el concepto de “autoridades públicas” 
comprende tanto los órganos de gobierno como las Administraciones públicas y los 
órganos públicos consultivos, como las corporaciones de derecho público (Colegios 
profesionales y Cámaras oficiales de Comercio) y demás personas físicas o jurídicas 
cuando ejerzan, con arreglo a la legislación vigente, funciones públicas, incluidos los 
Notarios y Registradores31. 
La determinación del sujeto pasivo obligado al suministro de información no ha 
suscitado grandes problemas jurisprudenciales, sin embargo cabe destacar un caso en 
el cual la Administración autonómica alegó la falta de competencia para emitir los 
datos solicitados por una asociación ecologista. 
Este tema se abordó en la sentencia del TSJ de Castilla y León, de 16 de abril de 
2008, a raíz de la denegación, por parte de la Consejería de Medio Ambiente de la 
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Junta de Castilla y León, a la Federación de Ecologistas en Acción en Castilla y León 
del suministro de información referida a emisiones de instalaciones sometidas a la Ley 
16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación. 
La cuestión principal que se planteaba en este caso era si estos datos, al deber ser 
centralizados por la Administración del Estado para que ésta los remitiera a la Unión 
Europea, eran de carácter supranacional y por consiguiente la competencia para 
suministrarlos no correspondía a la Administración autonómica. El Tribunal entendió 
que la Comunidad Autónoma era plenamente competente para suministrar los datos 
interesados en base a dos argumentos. En primer lugar porque con arreglo a la Ley 
16/2002, de prevención y control integrados de la contaminación, estas 
Administraciones debían disponer de información sobre los principales focos de 
emisiones de las instalaciones a las que se refería la solicitud, así como sobre los 
valores límites de las emisiones autorizadas siendo además tal información de 
carácter pública. En segundo lugar porque, de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 148.1.9 y 149.1.23 de la Constitución Española, la competencia relativa a la 
gestión del medio ambiente corresponde a las Comunidades Autónomas que pueden 
establecer normas adicionales de protección32.  
A mi juicio no tendría sentido negar la condición de sujeto pasivo a una Administración 
de una Comunidad Autónoma o a una corporación local, y por consiguiente declararla 
incompetente para suministrar la información requerida, por el simple hecho de que 
dicha información deba ser remitida a la Administración central, pues ello iría en 
perjuicio del ciudadano que no vería realizado su objetivo final que no es otro que la 
obtención de la información solicitada. Más bien esta circunstancia podría encuadrarse 
dentro de una de las excepciones estipuladas en el artículo 14 de la LIPPJMA como la 
de que  pueda afectar negativamente a la confidencialidad de los procedimientos de 
las autoridades públicas pero en ningún caso alegando falta de competencia. 
 
2.4- Los límites y excepciones al derecho de acceso a la información ambiental. 
Las excepciones aparecen reguladas de forma muy similar, casi idéntica, tanto en el 
Convenio de Aarhus (artículo 4 apartados 3 y 4), en la Directiva 2003/4/CE (artículo 4 
apartados 1 y 2) y en la LIPPJMA, en el artículo 13 apartados 1 y 2. En los tres 
instrumentos se clasifican las excepciones en dos grandes grupos, el primero afecta 
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fundamentalmente a la propia solicitud y el segundo a situaciones de conflicto, es 
decir, a los casos en los que existe un interés tutelado por el ordenamiento jurídico que 
se opone al acceso a la información33. 
Antes de entrar a analizar algunas de las causas de denegación o excepciones al 
derecho de acceso es conveniente aclarar que dichas excepciones no son 
obligatorias, pues se recogen en términos de posibilidad (“las autoridades públicas 
podrán denegar las solicitudes de información ambiental”, en el artículo 13.1 y “las 
solicitudes de información ambiental podrán denegarse”, en el artículo 13.2). Del 
mismo modo conviene destacar que nada impide que las Comunidades Autónomas, 
en el ejercicio de de su competencia para dictar normas adicionales de protección de 
medio ambiente, puedan reducir su ámbito de aplicación. Por último, añadir que estas 
causas de denegación tampoco operan automáticamente sino que la autoridad pública 
deberá ponderar en cada caso los intereses públicos en presencia y en todo caso 
justificar la negativa a suministrar la información solicitada. Se impone por ello una 
interpretación restrictiva de los motivos de denegación, debiendo ponderarse en cada 
caso concreto el interés público atendido con la divulgación de una información con el 
interés atendido con su denegación, es decir si el interés público prevalece sobre el 
interés protegido por la no revelación34.  
Esta interpretación restrictiva de los motivos de denegación o excepción, impuesta 
ahora por la propia LIPPJMA35, es fundamental en aras a garantizar la efectividad del 
derecho de acceso a la información y sus objetivos en la práctica, máxime teniendo en 
cuenta los excesos y las interpretaciones erróneas en que han incurrido las 
Administraciones públicas. 
Así lo ha señalado la jurisprudencia al establecer claramente la sentencia del TJCE, de 
26 de junio de 2003, que:  
«En tanto que excepciones al principio de comunicación de la información 
sobre medio ambiente que constituye la finalidad de la Directiva 90/313, hay 
que interpretar de modo estricto dichas causas de denegación, de manera que 
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es preciso considerar que las excepciones enunciadas en los apartados 2 y 3 
de dicho artículo 3 son objeto de una enumeración restrictiva y se refieren a 
“determinados casos específicos y claramente definidos” en los que “podrá 
estar justificado rechazar una petición de información sobre el medio ambiente” 
(apartado 57)». 
En definitiva, las causas por las que se puede denegar el derecho de acceso a la 
información ambiental constituyen un numerus clausus, es decir se trata de 
excepciones tasadas o cerradas, y además deben interpretarse restrictivamente en 
virtud del principio pro información ambiental que inspira esta regulación36. 
Una vez hechas estas aclaraciones se tratará ahora de exponer algunas de las 
excepciones que presentan mayores dudas interpretativas y analizar la jurisprudencia 
recaída al respecto. 
 
2.4.1- Que la información solicitada a la autoridad pública no obre en poder de 
ésta o en el de otra entidad en su nombre. 
La primera de las excepciones a la obligación de facilitar la información ambiental es la 
regida en el artículo 13.1 a). Esta excepción al acceso de información ambiental ha 
sido alegada recientemente en la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León de 23 de julio de 201437.  
En esta sentencia la sociedad española de ornitología (SEO Bird/Life) interpuso un 
recurso contencioso-administrativo contra la resolución dictada por la Orden de la 
Conserjería de Agricultura y Ganadería de 3 de marzo de 2011, por la que se resolvió 
el recurso de alzada interpuesto contra la resolución del Director General del Instituto 
Tecnológico Agrario de Castilla y León. En primera instancia el Tribunal declaró que 
las resoluciones recurridas no eran conformes a derecho por lo que anuló las mismas 
y condeno a la Administración a que proporcionara a la entidad demandante copia de 
uno de los dos informes solicitados. 
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La Junta de Castilla y León interpuso recurso de apelación contra esta resolución 
alegando como principal motivo la infracción del artículo 13.1 a) "material que no obre 
en poder de la Administración", ello al considerar que la Juzgadora de instancia había 
errado en la valoración de la prueba, ya que del propio expediente administrativo 
resultaba que los informes solicitados por la entidad actora eran inexistentes y por lo 
tanto no pudieron facilitarse en su día. Finalmente el Tribunal entendió que la 
Administración en cuestión estaba obligada a suministrar el informe requerido, pues 
según la declaración de uno de los testigos dicho informe existía porque él lo redactó y  
envió copia a la Administración. 
Conviene aclarar que, como es lógico, resultaría imposible obligar a las autoridades 
públicas a suministrar información que no poseen, ahora bien la LIPPJMA sí obliga a 
las autoridades públicas a remitir la solicitud a la que la posea; y cuando ello no fuera 
posible informar directamente al solicitante sobre la autoridad pública que, según su 
conocimiento, ha de dirigirse la solicitud38. En consecuencia, la concurrencia de la 
circunstancia prevista en el artículo 13.1.a) no provoca una denegación directa, sino 
que hace nacer obligaciones de reenvío de la solicitud al ente que posea dicha 
información o de información al peticionario de la autoridad pública a quien debe 
dirigirse la solicitud de información39. Como pone de manifiesto Razquin Lizarraga “al 
no tratarse de una excepción de carácter definitivo que impida el acceso a la 
información, sino de un reenvío directo o indirecto a la autoridad pública competente, 
carece de sentido el suministro parcial de información”40. 
 
2.4.2- Que la solicitud sea manifiestamente irrazonable y que la solicitud esté 
formulada de manera excesivamente general.   
En la jurisprudencia existen ya algunos pronunciamientos en torno a la aplicación de 
estas dos causas de denegación de la información contenidas en el artículo 13.1, 
letras b) y c), de la LIPPJMA. Concretamente en la Sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia del País Vasco, de 21 de septiembre de 201141, se planteó si estaba 
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justificada o no la denegación por parte del Director de Energía y Minas a una 
asociación Medioambiental (IZATE).  
En su pronunciamiento el Director de Energía y Minas dispuso inadmitir parcialmente 
la solicitud de la documentación a la asociación, motivo por el cual dicha asociación 
interpuso recurso contencioso-administrativo donde pidió que se declarara el derecho 
a obtener copia de los Planes de Labores Actuales presentados por la cantera 
Galdames II en el período 2000 a 2007. La Administración calificó la petición como 
genérica y por ello incursa en el artículo 13.b) y c) de la LIPPJMA calificando por ello la 
solicitud de manifiestamente irrazonable por estar formulada de manera 
excesivamente general en el sentido del artículo 10.2.a) de la LIPPJMA al estar 
formulada de manera imprecisa.  
Sin embargo, la asociación demandante (IZATE) argumenta que no se debe confundir 
“generalidad de la petición” con que sea mucha la información que hay detrás, para 
apreciar que se está en este caso ante una solicitud bien delimitada y definida. De 
igual modo argumenta que tampoco puede considerarse irrazonable la solicitud porque 
la solicitud se refiere a los planes de labores anuales que la cantera debe presentar en 
cumplimiento de sus deberes legales, respecto a una zona muy concreta, respecto a 
documentación perfectamente identificada por la normativa sectorial de minas, siendo 
los planes de labores documentos determinados en posesión de la Administración 
demandada. 
Por todo ello el Tribunal declara la disconformidad a derecho de las resoluciones 
recurridas en cuanto inadmitieron la solicitud de documentación solicitada por la 
asociación Medioambiental recurrente en relación con la actividad de la cantera 
Galdames II, S.A., (concretamente los documentos técnicos de carácter ingenieril que 
tienen por objeto la programación anual de los trabajos de extracción a realizar en la 
cantera desde el año 2000) reconociendo el derecho de dicha asociación a la 
información interesada, sin perjuicio de que la administración demandad pueda, en 
uso de las atribuciones que le reconoce la LIPPJMA, hacer uso de el artículo 13.2 y 
14, respectivamente sobre las excepciones a la obligación de facilitar información 
ambiental y la información parcial. Esta solución deja abierta la posibilidad a la 
Administración de hacer uso del artículo 14 de la LIPPJMA para dar acceso parcial a la 
información ya que es posible separar los datos de carácter comercial e industrial a fin 




Como es posible apreciar en el presente caso no se trataba de una solicitud “abusiva” 
ni “imprecisa” de acuerdo con la interpretación que de tales términos realiza la 
Comisión, en su Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y el Consejo relativa 
al acceso del público a la información medioambiental, por lo que la solicitud en 
cuestión no implica ningún coste o esfuerzo desproporcionado que obstruya el 
funcionamiento de las actividades de la Administración. 
 
2.4.3- Solicitud referida a material en curso de elaboración o a documentos o 
datos inconclusos.  
El cuarto motivo de denegación de las solicitudes de información ambiental es que se 
refieran “a material en curso de elaboración o a documentos o datos inconclusos”. 
Esta excepción al derecho de acceso ya se recogía en el artículo 3.3 de la precedente 
Ley 38/1995, sobre el derecho de acceso a la información de medio ambiente, con lo 
cual es posible afirmar que no se trata de una excepción de corte novedoso. 
Durante la vigencia de la citada Ley 38/1995 esta excepción ha suscitado muchos 
problemas interpretativos y ha sido alegada varias veces por las Administraciones 
públicas. Especialmente relevante en la aplicación de la Ley 38/1995 ha sido el 
tratamiento que se dio al acceso a la información de los planes en tramitación. La 
cuestión que se suscito aquí era si los textos de los planes en tramitación constituyen 
o no documentos inconclusos y, en consecuencia, si podía o no denegarse el acceso a 
los mismos.  
Este tema se planteó en la Sentencia del TS, de 28 de octubre de 2003, que resolvió 
el recurso de casación interpuesto por la Comunidad Autónoma de Castilla y León 
contra la sentencia de 26 de marzo de 1999. Esta sentencia reconocía el derecho de 
acceso a la Asociación Soriana para la Defensa y Estudio de la Naturaleza para 
conocer de los documentos incluidos en el Plan de Ordenación de los Recursos 
Naturales del Espacio Natural de Sierra de Urbión. El motivo alegado para denegar la 
copia o acceso al citado Plan fue el hecho de que no había sido sometido todavía al 
plazo de información pública previsto en el artículo 32 de la Ley 8/1991, de 10 de 
mayo, de espacios naturales de Castilla y León. Finalmente, el TS confirmó que no se 
trataba de un dato o de un documento inconcluso y por tanto no se permitió denegar la 
solicitud en base al artículo 3.3 de la precedente Ley 38/1995 ya que la información 
rechazada no era la “propuesta” todavía no efectuada sino las actuaciones ya 




elaborado la propuesta inicial del Plan de Ordenación, si había llevado a cabo un 
proceso de información, en el que constaban las actuaciones a las que el solicitante se 
refería en su solicitud42. 
Esta tendencia favorable al acceso a la información y esta interpretación restrictiva de 
la causa de denegación objeto de análisis se ha mantenido también en la Sentencia de 
23 de julio de 201443 a la cual se ha hecho referencia anteriormente. En la citada 
sentencia el Tribunal considera que el hecho de que un informe no sea el “final” sino 
uno “preliminar de resultados” no es en sí mismo un obstáculo para que no pueda ser 
facilitada la información. 
A la luz de la jurisprudencia examinada no es posible alegar la causa de denegación 
de la información ambiental recogida en el artículo 13.1.d) de la Ley 27/2006 cuando 
se trate de documentos, actas, anteproyectos, datos o informes ya conclusos, y ello  
aunque éstos documentos figuren dentro de un expediente inacabado o en trámite44. 
Como establece la propia Ley, sólo cabe entender como documentos o datos 
inconclusos aquellos sobre los que la autoridad pública está trabajando activamente y, 
por tanto, están inacabados y en proceso de confección45. 
 
2.4.4- Causas o asuntos sujetos a procedimiento judicial o en trámite ante los 
tribunales, derecho de tutela judicial efectiva o capacidad para realizar una 
investigación de índole penal o disciplinaria. 
Sobre esta causa de denegación se ha pronunciado el Tribunal Superior de Justicia de 
Andalucía en la Sentencia de 23 de julio de 201246. En ella la asociación 
conservacionista y cultural amigos del parque natural cabo de gata - Nijar interpuso un 
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 Sentencia del TSJ de Andalucía, de 23 de julio de 2012 (Sala de lo Contencioso-




recurso contencioso administrativo contra la Resolución de la Secretaria General 
Técnica de la Consejera de Medio Ambiente de la Junta de Andalucía, que resolvía la 
imposibilidad de satisfacer la petición de la Asociación en los términos que la 
formulaba. 
La Asociación solicitó que se pusiera a su disposición copia compulsada de los planos 
y mapas originales matrices relativos a la zonificación del Parque Natural Cabo de 
Gata - Nijar, correspondiente al Plan de Ordenación de los Recursos Naturales de 
1994, a escala 1:50.000. Sin embargo, la Administración argumentó que la 
documentación solicitada estaba siendo analizada en unas diligencias penales por lo 
que la documentación solicitada en soporte original fue remitida al Ministerio Fiscal y 
en consecuencia debía aplicarse el artículo 13. 2. c) de la LIPPJMA. El Tribunal 
terminó por considerar que la Administración no se opuso a entregar esa información, 
sino que simplemente protegió la confidencialidad de los datos que constaban en un 
procedimiento judicial en trámite, por lo que aunque la Asociación tenía derecho a esta 
información no es posible proporcionarla ya que dicha información interesada podría 
afectar a la investigación en curso. 
Merece también tener en consideración el hecho de que la LIPPJMA no ha hecho uso 
de la posibilidad prevista en el artículo 4.3 de la Directiva 2003/4/CE, en virtud de la 
cual: “si un Estado miembro prevé excepciones en la materia, podrá elaborar una lista 
públicamente accesible donde aparezcan los criterios que sirven para que la autoridad 
interesada pueda decidir respecto del curso ulterior de la solicitud”. Al no preverse 
nada en relación a la elaboración de una lista de criterios que pudieran servir de guía 
para la denegación de una concreta solicitud de información se está perdiendo la 
oportunidad de introducir una mayor seguridad jurídica en la aplicación de las 
excepciones previstas por parte de la autoridad pública lo cual va en detrimento del 
ciudadano. 
 
2.4.5- Confidencialidad de datos de carácter comercial e industrial. 
Otro de los supuestos que permiten la denegación de la información ambiental es: “la 
confidencialidad de datos de carácter comercial e industrial, cuando dicha 




comunitaria, a fin de proteger intereses económicos legítimos, incluido el interés 
público de mantener la confidencialidad estadística y el secreto fiscal”47. 
Esta causa de denegación objeto de análisis ha sido alegada recientemente por la 
Administración en la Sentencia del Tribunal Superior de Madrid de 14 de enero de 
201648. En ella la fundación OCEANA  interpuso un recurso contencioso-administrativo 
contra la Resolución del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente 
(Secretaría General Técnica) que desestimó el recurso de alzada interpuesto contra la 
Resolución de la D. G. de la Ordenación Pesquera. 
La información a la que la fundación OCEANA pretendía tener acceso era la relativa a:  
1. El plan de muestreo para la verificación de la potencia motriz de los buques 
pesqueros. 
2. El número de buques incluido en la muestra aleatoria, a ser posible por 
tipología de flota. 
3. Criterio a seguir en la elección final de los buques a verificar incluidos en la 
verificación  aleatoria. 
4. La descripción del método a emplear para verificar la potencia de los motores. 
5. La autoridad(es) competente(es) con la identificación del departamento 
encargado de realizar las verificaciones. 
6. La autoridad(es) competente(es) con la identificación del departamento(s) 
encargado de realizar las comprobaciones físicas. 
7. El listado de buques a los que se les ha realizado hasta la fecha las 
verificaciones y resultado de la verificación de los datos contemplados en el 
artículo 41 del Reglamento 1224/2009/CE. 
Principalmente la pretensión que dicha fundación defendía se fundamentaba en que la 
información solicitada era información ambiental según la definición dada por el 
artículo 23 de la  LIPPJMA, ya que se trataba de medidas administrativas destinadas a 
la protección de las zonas marinas y de la diversidad biológica marina; que la 
verificación de la potencia matriz era garantizar la explotación de los recursos 
acuáticos vivos y ello es una medida de control de la capacidad pesquera contemplada 
en el artículo 2.3 c) de la Ley 27/2006; y que a su solicitud no se le había aplicado 
correctamente la excepción relativa a la confidencialidad del secreto comercial e 
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industrial puesto que no se había ponderado de forma correcta el interés público con el 
interés económico. 
Por el contrario la Administración sostenía que la información solicitada entraba en el 
ámbito de aplicación del Reglamento 1224/2009/CE, de 20 de noviembre de 2009 por 
el que se establece un régimen comunitario de control para garantizar el cumplimiento 
de las normas de la política pesquera común, y por lo tanto se trataba de tener acceso 
a datos que deben ser objeto de registro obligatorio para los Estados miembros49. De 
la misma manera,  el artículo 113 del citado reglamento exige de los Estados 
miembros y la Comisión la adopción de todas las medidas necesarias para garantizar 
que los datos recopilados y recibidos al amparo del presente 
Reglamento1224/2009/CE sean tratados de conformidad con las normas aplicables en 
materia de secreto profesional y comercial, añadiendo el citado artículo 113 en el 
aparatado 2º que los datos intercambiados entre los Estados miembros y la Comisión 
no se transmitirán a personas distintas de aquellas que, por sus funciones en los 
Estados miembros o en las instituciones comunitarias, necesiten tener acceso a ellos, 
excepto en caso de que los Estados miembros que hayan comunicado los datos hayan 
dado su expreso consentimiento.  
A la vista de la normativa comunitaria y teniendo en cuenta que la Administración 
Pesquera, Secretaria General de Pesca, Dirección General de Ordenación Pesquera 
(Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente) no ha dado consentimiento 
alguno para la transmisión de los datos solicitados, el Tribunal Superior de Madrid 
desestima el recurso contencioso-administrativo confirmando que la solicitud de 
acceso a la información ambiental estaba debidamente denegada por el Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente conforme a su argumentación defendida y 
de acuerdo con la redacción del artículo 13.2 d) de la LIPPJMA, el cual permite la 
denegación del acceso en los casos  en los que dicha confidencialidad esté prevista 
en una norma con rango de Ley o en la normativa comunitaria a fin de proteger 
intereses económicos legítimos. 
A la vista de lo expuesto no cabe duda de que la aplicación de esta excepción no es ni 
mucho menos sencilla y requiere fijar su alcance caso por caso. Como señala Razquin 
Lizarraga: “la confidencialidad constituye un concepto jurídico indeterminado por lo que 
la delimitación de su alcance debe concretarse caso por caso, ponderando los 
intereses económicos legítimos protegidos por la confidencialidad y teniendo en 
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cuenta la regla general de que la interpretación de los motivos de denegación debe ser 
restrictiva50. En mi opinión, la condición que impone la LIPPJMA de que dicha 
confidencialidad esté prevista en una norma con rango de Ley o en la normativa 
comunitaria para poder denegar el acceso a la información ambiental es absurda ya 
que sería mejor fijar un sujeto o un órgano encargado de ponderar los intereses 
económicos con el interés público. 
 
2.5- El juego del silencio administrativo en el acceso a la información ambiental. 
En primer lugar debe destacarse que el silencio administrativo se produce cuando la 
Administración no resuelve en el plazo establecido los procedimientos administrativos. 
Ante esta situación de ausencia de resolución por parte del órgano competente se 
producen unos efectos jurídicos que pueden ser estimatorios o desestimatorios de la 
petición realizada según sea el caso. El fundamento legal de esta técnica se encuentra 
en el deber legalmente impuesto a la Administración pública de dictar resolución 
expresa, tanto en los procedimientos incoados a solicitud de interesado, como en los 
que lo hayan sido de oficio y puedan afectar a sujetos privados, dentro del plazo 
máximo resultante de la ordenación normativa concreta del procedimiento de que se 
trate (artículos 42 a 44 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones públicas y del Procedimiento administrativo común, en 
adelante LRJ-PAC)51. 
La falta de pronunciamiento de la Administración pública en un procedimiento, además 
de implicar la infracción del deber de servicio al interés general, genera para los 
interesados una situación de paralización e incertidumbre de no existir un plazo 
máximo para resolver. En estas circunstancias los interesados no podrían ejercer ni 
proteger sus derechos o intereses legítimos, ya que desconocerían la decisión de la 
Administración pública con respecto a aquellos, y no podrían combatir esta situación al 
carecer de acto administrativo alguno que recurrir quedando expuestos a la decisión 
que finalmente adoptara la Administración pública. Por ello, la Administración debe 
legalmente resolver y notificar en un plazo determinado, provocando en otro caso el 
juego de lo que se conoce como silencio administrativo, el cual puede tener un sentido 
positivo (concretamente el de la estimación de lo pedido, es decir el surgimiento “ex 
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lege” de un acto en tal sentido) o negativo (el consistente en que el interesado puede 
entender desestimada su solicitud en virtud de una pura ficción legal y a los a los 
efectos de abrir la vía de los recursos) 52.  
El presente apartado se centra en el silencio administrativo, que fue profundamente 
transformado con la aprobación de la  LRJ-PAC en 1992 y, asimismo, ha sido uno de 
los principales objetos de la reforma de la LRJ-PAC operada por la Ley 4/1999, de 13 
de enero, lo cual, no ha impedido que la jurisprudencia contencioso-administrativa y 
sobretodo la constitucional sigan perfilando sus contornos recientemente redefinidos 
por otra modificación normativa, operada esta vez por la Ley 25/2009 de 22 de 
diciembre53. Este proceso de construcción continua pone en evidencia las 
insuficiencias de la técnica del silencio para lograr la adecuada transformación de la 
falta de pronunciamiento en la existencia de un acto presunto (sobre todo cuando éste 
resulta equiparado a un verdadero acto administrativo como se verá a continuación). 
Antes de entrar a analizar cuál es el régimen jurídico del silencio administrativo 
conviene tener en cuenta el hecho de que a nivel comunitario no existe una regulación 
específica sobre el tratamiento del silencio administrativo en lo que respecta a las 
solicitudes de información ambiental. La Directiva 2003/4/CE si bien obliga a las 
autoridades públicas a facilitar la información ambiental solicitada tan pronto como sea 
posible, y a más tardar en el mes siguiente a la recepción de la solicitud, nada dice 
sobre la ausencia de resolución. Es más teniendo en cuenta que dicha directiva 
establece la obligación de notificar al solicitante los motivos que justifican la negativa a 
facilitar la información ambiental es posible afirmar que no admite la mera ausencia de 
resolución sino que obliga a suministrar la información o, en su caso, a denegarla de 
forma expresa exigiendo así que las autoridades públicas den una respuesta 
motivada. Sobre esta cuestión se ha pronunciado el TJCE en la sentencia de 21 de 
abril de 200554, el supuesto de hecho de esta sentencia era una cuestión 
prejudicial del Consejo de Estado Belga, cuyo objeto era, entre otras cuestiones, 
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la interpretación de los artículos 3. 4 y 4 de la directiva 90/313, en relación al Decreto 
Belga de 29 de agosto de 1991 sobre acceso a la información medioambiental, que 
transponía la anterior directiva. 
En esta Sentencia el Tribunal considera que:  
«En el supuesto de una denegación presunta de una solicitud de información 
sobre medio ambiente, la comunicación de la motivación de dicha denegación 
debe producirse dentro de los dos meses siguientes a la presentación de la 
solicitud inicial, habida cuenta de que dicha comunicación debe, en tal caso, 
considerarse una “respuesta” en el sentido del artículo 3, apartado 4, de la 
Directiva (...) Únicamente una interpretación de esta índole del artículo 3, 
apartado 4, de la Directiva 90/313 permite que mantenga su efecto útil dicha 
disposición, cuya propia redacción implica que la autoridad pública está 
obligada a motivar toda decisión denegatoria de una solicitud de información». 
Con arreglo a esta jurisprudencia, si bien se admite que, a efectos de una protección 
judicial efectiva, el silencio de la autoridad pública durante un plazo de dos meses 
equivale a una decisión denegatoria presunta que puede ser objeto de un recurso 
judicial o administrativo de conformidad con el ordenamiento jurídico nacional, el 
Tribunal se opone a que tal decisión no contenga una motivación en el momento de la 
expiración del plazo de dos meses55. A la vista de todo lo anterior no es posible 
concluir que el TJCE establezca el silencio negativo cuando no se responda a las 
cuestiones ambientales que una persona física o jurídica plantee, sino que más bien 
confirma lo contrario ya que obliga a que toda respuesta contenga una motivación, lo 
cual convierte al silencio negativo en imposible pues la esencia del silencio 
administrativo es incompatible con la motivación. 
En cuanto a su regulación a nivel interno, es decir al ejercicio del silencio 
administrativo en el ámbito del acceso a la información ambiental en España, ocurre 
algo parecido a lo explicado anteriormente ya que no existe una mención expresa en 
la LIPPJMA sobre si la ausencia de resolución por parte de la autoridad pública 
competente debe interpretarse en sentido positivo o negativo. Sin embargo, a la vista 
de la evolución en la normativa del acceso a la información ambiental y de la reciente 
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interpretación jurisprudencial realizada por el TS, cabe interpretar sin ningún género de 
dudas que el sentido del silencio administrativo ante una solicitud de información 
ambiental debe interpretarse inequívocamente en sentido positivo. 
Y es que, en la jurisprudencia española, existen ya varios pronunciamientos en torno a 
la aplicación de la figura del silencio administrativo positivo. Por ejemplo, en la 
Sentencia del TSJ de Madrid, de 22 de febrero de 201356, se dio la razón a la 
asociación para la defensa de la naturaleza (WWF-ADENA) en un asunto en el cual se 
solicitó información ambiental a la Dirección General de Política Energética y Minas 
relativa al resultado de las consultas transfronterizas con Portugal y la documentación 
complementaria al Estudio de Impacto Ambiental realizadas en relación al proyecto de 
construcción de la refinería Balboa, en Extremadura.  
Ante esta cuestión el Tribunal dio la razón a la asociación WWF por entender que, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 10.2 de la Ley 27/2006, la Dirección General 
de Política Energética y Minas debió comunicar al solicitante los motivos de la negativa 
a facilitar la información en el plazo previsto, cosa que no hizo y en consecuencia la 
administración se vio obligada a suministrar la información interesada en virtud de la 
figura jurídica del silencio administrativo positivo. 
Mucho más ilustrativa en su argumentación resulta la Sentencia del TS, de 16 de 
enero de 201557, que también se pronuncia en idéntico sentido. En ella, la asociación 
Acció Ecologista-Agró solicitó a la Administración de la Comunidad Valenciana una 
serie de información acerca de la vigencia, virtualidad y eficacia de las diversas 
Declaraciones de Impacto Ambiental que se habían ido dictando en aplicación de la 
Ley 2/1989, de 3 de marzo y del Decreto 162/1990, de 15 de octubre. 
Pues bien, ante la ausencia de contestación a la solicitud planteada la asociación 
Acció Ecologista-Agró interpuso los recursos pertinentes hasta llegar al TS mediante la 
interposición del recurso de casación. El Tribunal analizó el caso minuciosamente y 
entendió que la Generalitat Valenciana, al no dar respuesta a la solicitud planteada en 
el plazo previsto en la LIPPJMA, había estimado la solicitud a través de un acto 
presunto producido por medio del uso de la figura jurídica del silencio administrativo 
positivo prevista en el artículo 43.2 de la LRJ-PAC, pues tratándose de un 
procedimiento iniciado a solicitud de interesado mediante la correspondiente solicitud 
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de información ambiental dicho interesado estaba legitimado a entenderla como 
estimada. 
Teniendo en cuenta que la doctrina jurisprudencial ha reconocido que el valor propio 
del acto presunto (es decir del silencio) es equivalente al que se genera cuando ha 
existido una actuación expresa (Sentencia del TS de 22 de marzo de 2011), el TS 
termina concluyendo que la Generalitat Valenciana actuó de forma ilegal al no ejecutar 
un acto administrativo firme por lo que la condenó a poner a disposición de la 
mencionada asociación la información solicitada en un término máximo de 3 meses.  
Transcurrido dicho plazo sin que la Administración facilitara la información interesada, 
la asociación Acció Ecologista-Agró reclamó, a través del recurso contencioso-
administrativo, para que se diera cumplimiento a la obligación de suministrar 
información en virtud de lo establecido en el artículo 29 de la Ley 29/1998, de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, el cual establece que cuando la 
Administración no ejecute sus actos firmes, podrán los interesados solicitar su 
ejecución a través de una sentencia que condene a la Administración a ejecutar sus 
propios actos58. 
Es evidente que la jurisprudencia ha abierto la posibilidad de obtener la información 
medioambiental a través de la figura jurídica del silencio administrativo positivo, es 
más, estas dos sentencias citadas anteriormente dejan claro que la Administración, 
una vez transcurrido el plazo establecido para resolver la solicitud,  ya no puede alegar 
ninguna de las excepciones al acceso de la información ambiental contempladas en el 
artículo 13 de la IPPJMA pues una vez transcurrido dicho plazo el derecho a obtener la 
información interesada se considera otorgado. 
En conclusión podría decirse que al solicitante, si entra en juego el silencio 
administrativo, solo le quedaría, para hacer valer su derecho a acceder a la 
información solicitada, acudir a la vía que le ofrece el artículo 29.2 de la Ley de 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa para reclamar de la Administración el 
cumplimiento de la obligación de suministrar información y, si en el plazo de tres 
meses desde la fecha de la reclamación, la Administración no hubiera dado 
cumplimiento a lo solicitado o no hubiera llegado a un acuerdo con los interesados, 
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deducir recurso contencioso-administrativo frente a la inactividad de la Administración 
para que el Tribunal condene a la Administración a cumplir con su obligación59. 
De esta manera se está presionando a las Administraciones para que cumplan con los 
plazos previstos en la LIPPJMA y para que den una respuesta motivada en los casos 
en los que una solicitud sea denegada. Sin embargo, con esta solución, no termina de 
mejorarse la garantía del derecho porque el solicitante solo verá realizado 
efectivamente su derecho cuando reciba la documentación solicitada, cosa que tendrá 
lugar tras haber recurrido ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa reclamando 
el cumplimiento de la obligación de suministrar información. Y es que, en muchos 
casos, la lentitud para obtener la información ambiental puede impedir la participación 
efectiva en procedimientos administrativos y judiciales. 
Como advierte, Ituren i Oliver: “Si lo fundamental del derecho de acceso es que este 
se ejerza de una manera rápida para poder servir a los intereses de protección de la 
naturaleza no puede la garantía de este mismo derecho descansar sobre un 
mecanismo de impugnación tan lento y que no ofrece una respuesta de tutela 
adecuada a las necesidades de la defensa del medio ambiente”60. 
Por otro lado hay que destacar, ya que podría dar lugar a confusión, que en este punto 
no resulta aplicable supletoriamente lo dispuesto en la Ley 19/2013 de transparencia 
acceso a la información pública y buen gobierno (que establece la regla del silencio 
negativo), tanto porque para que opere es necesario que expresamente sea previsto 
en la Ley que resulte de aplicación (de tal forma que la ausencia de previsión no es 
una laguna legal sino una afirmación de la regla del silencio positivo), como porque la 
Comisión europea lo considera contrario a la Directiva de acceso a la información (así 
lo manifestó en relación a la regla del silencio negativo que preveía originariamente la 
Ley sobre acceso a la información de 1995, lo que obligó a cambiar el sentido del 
silencio; si en esta Ley de 2006 no se ha establecido así, es porque ya constituía la 
regla general aplicable)61. 
Otro pronunciamiento al respecto, aunque referido a una cuestión totalmente diferente 
por cuanto se trata del acceso a unos documentos emitidos por la Comisión Europea 
que obraban en poder del Estado español, es el que se suscita en la Sentencia del TS 
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de 11 de julio de 201462. En ella se denegó a un particular el acceso al Dictamen de la 
Comisión de las Comunidades Europeas en relación al proyecto de duplicación de la 
Carretera M-501. 
Las razones por las cuales en este caso concreto no se aplico el régimen del silencio 
administrativo positivo fueron:  
«En resumen y como conclusión, el recurso no puede ser estimado en su 
petición principal de entender estimada la petición de entrega de 
documentación de la Comisión Europea por silencio positivo, cuando dicha 
petición no ha sido dirigida al órgano competente para su resolución ni se ha 
seguido el procedimiento que para la resolución de dicha petición establece el 
Reglamento Comunitario que la regula». 
Partiendo de este razonamiento el Tribunal entiende que cuando se trate de un 
documento de la Comisión Europea cuyo acceso se encuentre regulado de forma 
específica en el Reglamento CE 1049/01, relativo al acceso del público a los 
documentos del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión, el Estado 
miembro en poder de dicha documentación deberá consultar o remitir directamente la 
solicitud de documentación planteada a la Comisión para que emita su informe y 
deniegue o permita, en su caso, el acceso a la documentación requerida. 
Con ello el Tribunal afirma que, para ese caso en concreto, resulta de aplicación las 
disposiciones del Reglamento 1049/01 (que establecen la regla del silencio negativo 
para denegar las solicitudes confirmatorias) y no las de la LIPPJMA ya que en virtud 




Como se ha puesto de manifiesto, la información ambiental contribuye a mejorar la 
transparencia de la actuación de los poderes públicos y a reforzar las decisiones 
adoptadas. Para ello la implicación de la sociedad civil en los asuntos públicos 
constituye hoy un elemento esencial del sistema democrático en su transición hacia 
                                                          
62
 Sentencia del Tribunal Supremo núm: 1296/2012, de 16 de enero de 2015 (Sala tercera, 




una democracia participativa donde se hagan realidad los paradigmas de la 
gobernanza y de la dignidad de la persona en la era de los derechos humanos63. 
Es importante precisar que los avances en esta materia, aunque muy reforzados 
legislativamente, en parte fueron precedidos por su reconocimiento judicial, motivado 
en gran medida por la existencia de una conciencia social organizada que ha venido 
presionando mediante la utilización de los medios jurídicos a su alcance, 
fundamentalmente las solicitudes de información dirigidas a la Administración y la 
impugnación jurisdiccional de determinadas decisiones. Y es que a pesar,  de la 
amplitud con la que nuestra legislación reconoce el derecho de acceso a la 
información ambiental su aplicación jurisprudencial dista todavía de ser realmente 
operativa en la práctica64.  
Así lo manifiestan, año tras año, los informes del Defensor del Pueblo. En los 
correspondientes al año 2014 y 201565, se resalta que: 
«La Administración debe proporcionar la información ambiental que se le pida y obre 
en su poder, para lo cual, no es necesario que el solicitante invoque un interés 
específico, ni ser interesado o denunciante. Cuando la información solicitada no obre 
en la sede administrativa a la que se dirige la solicitud, entonces se debe dar traslado 
de la petición a la sede competente y comunicarlo así al interesado. Este modo de 
actuar ha tenido que ser recomendado a la Confederación Hidrográfica del 
Guadalquivir, y a la Conselleria de Infraestructuras, Territorio y Medio Ambiente de la 
Comunitat Valenciana, por citar los casos más notables. 
La autoridad pública está obligada a facilitar la información ambiental que sea posible 
separar de los datos personales protegidos. Tras las actuaciones de esta institución se 
está consiguiendo que en algunos supuestos se facilite la información ambiental 
disociando los datos protegidos o que la administración valore el carácter ambiental de 
la información a facilitar. Los motivos de denegación del acceso a la información han 
de interpretarse de manera restrictiva.  
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La Administración debe difundir información ambiental de manera activa, la Ley 
27/2006 así lo impone en determinados casos. Un caso muy importante es el del 
fracking: el Defensor del Pueblo sugirió al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente que divulgara el informe del Instituto Geológico y Minero de España 
sobre sus recomendaciones en relación con las medidas preventivas y correctoras a 
considerar en proyectos relacionados con la exploración y explotación de 
hidrocarburos mediante técnicas de fractura hidráulica. La Sugerencia ha sido 
rechazada. 
Ante la negativa de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente de divulgar la 
información relativa al empleo de la fractura hidráulica en la exploración, investigación 
y explotación de hidrocarburos (fracking), esta institución se ha dirigido al Instituto 
Geológico y Minero de España (IGME) para que difundiera el informe elaborado con 
sus recomendaciones sobre medidas preventivas y correctoras a considerar en la 
elaboración de proyectos. El Instituto ha rechazado la Sugerencia, tras solicitar 
previamente informe al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente a 
efectos de que valorara cuál es el interés público atendido por la revelación que impide 
difundir el informe. El Ministerio no respondió a esta pregunta, ni tampoco lo ha hecho 
el Instituto a pesar de no estar vinculado por el parecer del Ministerio». 
La defensa del ambiente y de la naturaleza exige contar con instrumentos procesales 
que posibiliten una intervención judicial ágil y preventiva, y que a la vez abran las 
puertas del proceso a los titulares de intereses difusos. Sin embargo, no se ha logrado 
agilizar los trámites para obtener una respuesta de la Administración cuando ésta no 
responde y entra en juego el silencio administrativo. Es decir que al solicitante, si entra 
en juego el silencio administrativo, solo le queda interponer el recurso contencioso-
administrativo para reclamar de la Administración el cumplimiento de la obligación de 
suministrar información, lo cual es un mecanismo de impugnación lento que no ofrece 
una respuesta de tutela adecuada a las necesidades del medio ambiente. 
Es del todo imprescindible que se garantice el cumplimiento de las obligaciones que 
para las autoridades públicas se derivan del artículo 5 de la LIPPJMA, en particular, la 
adopción de las medidas que se imponen para hacer efectivo el derecho de acceso a 
la información ambiental (entre ellas, al menos alguna de las siguientes: designación 
de unidades de información ambiental; creación y mantenimiento de medios de 




ambiental que obre en poder de las autoridades públicas o puntos de información, con 
indicaciones claras del sobre dónde puede encontrarse dicha información)66.  
Por último, podría destacarse que en el ámbito comunitario europeo los principios de 
transparencia y participación se asocian a la recuperación de la confianza de los 
ciudadanos en las instituciones, lo cual constituye uno de los objetivos primordiales del 
Libro Blanco sobre La Gobernanza Europea de 200167. Al hilo de las transformaciones 
sociales, políticas y jurídicas no cabe duda de que se está produciendo una mutación 
del Derecho Administrativo que tiene como objetivo disminuir la creciente distancia 
entre las Administraciones Públicas y los ciudadanos.  
En este sentido, el Convenio de Aarhus parte de la idea de que una mayor implicación 
y sensibilización de los ciudadanos en relación a los problemas medioambientales 
conducirá a una mejor protección del derecho.de cada persona, y de las generaciones 
presentes y futuras, a vivir en un medio ambiente que permita garantizar su salud y su 
bienestar. De este modo fija como fundamento y horizonte el derecho de todos, 
presentes y futuros, a un medio ambiente sano y saludable, a cuya consecución han 
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4.- English Summary. 
4.1- The right to access to environmental information in Act 27/2006, which 
regulates the right to access to information, participation and access to justice in 
environmental matters. 
The right to access to environmental information, with which this paper deals, is a 
display of the principle of transparency. In the environmental field, it is important to 
highlight that the right to access to information, participation and access to justice was 
soon regulated by Aarhus Convention and then by European Directives. All of the 
above-mentioned has supposed that nowadays Spain possesses a rather good Act on 
access to environmental information at an international level, although beyond doubt it 
could be improved in some legal precepts. 
As you may already know, the goal of this paper is to deepen in the practical 
application of Act 27/2006, July 18th, which regulates the right to access to information, 
public participation and access to justice in environmental matters. This Act transposed 
to the internal right the Directive 2003/4/EC, relative to public access to environmental 
information (first pillar of the Convention), and the Directive 2003/35/EC, providing for 
public participation in respect of the drawing up of certain plans and programmes 
related to the environment (second pillar of the Convention). 
It is important to highlight the fact that in the environmental field the right to information 
has a special relevance due to the collective feature of the right to an adequate 
environment and the common responsibility of all persons in the protection of 
environment. The right to environmental information implies clearly positive effects 
such as: 
-To form social awareness and educate citizens on environmental matters. 
-To facilitate effective participation of citizens in environmental issues. 
-To act as a democratic control tool in order to ensure observance of the environmental 
regulations. 
In order to achieve these positive effects, it is necessary to delimit the concept of 
environmental information since this issue has presented some of the major 
interpretative problems during the validity of Act 27/2006. Jurisprudence walks on an 
expansionary line and interprets the concept of ‘environmental information’ in a wider 
way. The ECJ said that the concept of “information about environment” from letter a) of 




different elements of the environment mentioned in the Directive, as well as the 
activities or measures that may affect or protect the status of the above-mentioned 
elements, “included the administrative measures and the programmes of environmental 
management”. Literally from this disposition, it can be understood that the community 
legislator pretended to give this concept a wider sense which included not only data but 
also activities relative to the status of those elements. 
Consequently, according to court, in order to consider the information as environmental 
for the purpose of Directive 90/313/EC, it is sufficient that it constitutes an act that may 
affect or protect the status of any of the environmental fields. 
The definition in Act 27/2006 covers a wider range of issues connected to environment 
such as state of health and human security, human life condition, goods of historic, 
cultural and art heritage and constructions, cost-benefit analysis and other analysis and 
economic assumptions used in the environmental decision-making. In my opinion, any 
information which may have an impact on the environment, directly or indirectly, is 
suitable to be considered environmental information since the elements which form the 
environment are so varied that it is difficult to establish a clear delimitation when it 
comes to decide if, in a particular case, the requested information has to do with the 
protected legal right, that is to say, with environment. Besides, it could be said that it is 
a more casuistic issue than a theoretical one. Therefore, a case-by-case analysis 
should be done in order to find out whether the information is connected with the 
environment and so it should be considered in the field of application of Act 27/2006. 
Another important issue worth taking into account is the fact that in order to force these 
public authorities to provide the requested information, there is no need for them to 
have any responsibility in environmental matters. On the contrary, according to Law, it 
is sufficient for them to have access to the requested information, either because they 
received it or because they created it themselves. 
In the matter of active dissemination, that is to say, the obligation of public authorities 
to obtain and disseminate information without any previous application, it should be 
said that there has been a poor use of the tool in Spain. This can be explained by the 
fact that Act 27/2006 does not acknowledge the right to disseminate information on 
environmental matters to the public. Nevertheless, according to experts on this issue, 
this right could be understood included in a wider interpretation of the access to 
information in possession of public authorities in those cases when public authorities 




On the other hand, the access to previously requested information has been well 
defined in Act 27/2006. That is the reason why this aspect is the one which best 
represents the shaping of the right to access to information as a tool of control over the 
labour activity of public powers and, also, the tool which closely links to another basic 
pillar of the environmental protection enshrined by Aarhus Convention –the pillar of the 
public participation in the proceedings of environmental decision-making. 
At this stage, we should say that Act 26/2006 widely recognises the right to access to 
information. Firstly, it recognises the highest importance of the right ‘to access to 
environmental information in the public authorities’ power or in other persons’ control in 
their name, without the obligation to declare having an specific interest, regardless of 
their nationality, address or headquarters’. Therefore, it is clear that, from the point of 
view of an active party, the possibilities of action have been increased due to the fact 
that Law recognises all -natural person, legal entity, associations, organizations and 
groups- the right to require information and to access to it regardless their nationality, 
address o headquarters and without the obligation to prove interest. Reality is that in 
regards to environmental matters it is important that the right to access is guaranteed 
not only to natural persons but also to legal entities since in the environmental field 
citizens’ participation is assembled mainly through non-governmental environmental 
protection associations and organizations. 
Regarding a passive subject, that is to say, the public authorities who will be obliged 
but to facilitate access to environmental information, Act 27/2006 has extended the 
catalogue of passive subjects forced to provide information because the concept of 
public authorities spans over both government agencies such as the civil service and 
advisory public bodies such as public law corporations Administrations -chartered 
institutions and chambers of commerce- and any other natural person or legal entity in 
public functions according to current law, notary publics and registrars included. 
Next, we will make reference to the limits and exceptions to the right to environmental 
information. These exceptions can be classified in two large groups: the first group 
affects mainly to the requirement itself while the second group affects those cases in 
which there is a tutee interest by the legal system that objects to the access to 
information. These rejection motives regulated in article 13 of Act 27/2006 are not 
compulsory since they are collected in terms of possibility (‘public authorities will be 
able to refuse environmental information applications’, in article 13.1 and 
‘environmental information applications will be able to be refused’ in article 13.2). 




automatically either. On the contrary, the public authority will have to analyse in each 
case the public interests in presence and in any case it will have to justify the refusal to 
provide the required information. Therefore, it is imperative a restrictive interpretation of 
the refusal reasons and an analysis of the attended public interest in each particular 
case. In other words it is important to know if the public interest prevails over the 
interest protected by the non-disclosure. 
This restrictive interpretation of the refusal or exception reasons, now imposed by Act 
27/2006 itself, is essential in order to guarantee the efficacy of the right to access to 
information and its aims in practice, especially if we take into account excesses and 
wrong interpretations made by public Administrations. All things considered, the 
motives in order to refuse the right to access to environmental information are numerus 
clausus, that is to say, they are priced or closed exceptions and they must be 
interpreted restrictively by virtue of the environmental pro-information principle which 
inspires this law. 
Finally, I would like to mention the importance of the administrative silence system in 
the last judicial pronouncements. Firstly, it must be emphasised the fact that the silence 
happens when there has not been notification of the corresponding resolution within 
time period. Before this situation of lack of resolution from the competent authority, 
some judicial effects happen which can be positive or negative in connection with the 
corresponding application. In Spain, there is no explicit reference in Act 27/2006 about 
whether the lack of resolution from competent public authority should be interpreted as 
positive or negative. Nevertheless, on the face of the evolution in the regulation of 
access to environmental information and the latest interpretation of case law by 
Supreme Court, may be interpreted beyond doubt that the sense of administrative 
silence before an application of environmental information must be viewed as positive. 
The fact is that courts understand that when some public authority supplies no answer 
to a request for environmental information, they are in fact giving a positive response 
through the judicial figure of administrative silence regulated in article 43.2 of LRJ-PAC. 
The case law doctrine has recognised that the own value of the alleged act -that is to 
say, administrative silence- is equivalent to the one generated when there has been 
expressed procedure. Therefore, in virtue of article 29.2 of Contentious-Administrative 
Jurisdiction Law it can be demanded from the administration body the compliance of 
the obligation to supply information. 
In this way, pressure is being applied on the administration body so that they fulfil in 




in which a requirement has been refused. Nevertheless, this solution is insufficient to 
guarantee the right to information because the requester will only see achieved 
effectively their right when they receive the requested information and this will only 
happen after lodging a complaint before Contentious-Administrative Jurisdiction in 
order to demand the fulfilment of the obligation to supply information. Unfortunately, in 
many cases, slowness to obtain environmental information can prevent effective 
participation in administrative and judicial procedures. If the most important feature in 
the right to access to environmental information is rapidity in order to best serve the 
interests of nature protection, the guarantee of this right should not be based on a 
contestation mechanism that is slow and cannot supply a response of adequate 
protection to the needs of environmental defence. 
From the analysis of International Law and European Law, this paper looks into the 
right of access to information regarding the environment from a jurisprudential 
perspective and examines the principal rulings in this matter. These include rulings by 
the European Court of Justice, the Supreme Court of Spain, the National Court of 
Spain, and the Courts of Justice of the Autonomous Communities of Spain. The aim of 
this is to try and offer some guidelines for the interpretation of Act 27/2006, July 18, 




Transparency is a rather current term. In fact, traditional history has never referred to it 
before. Although transparency does not have such a long historical tradition, it is a 
modern concept with great legal significance. On the other hand, this term could be 
included as a derivation of the term publicising, which is far more well-known in Europe 
and throughout history.  
At international level, the concept of transparency has already been given a definition 
and the issue on how to enhance it is being discussed. The EU has recently adopted 
different positions about the term transparency and has provided it with sense and has 
given it not only legal but also social relevance.  
All the above mentioned implies a transformation of the transparency principle towards 
a wider and more protected frame. This way, transparency and all issues altered by it 




Transparency could be defined as a deep and thorough knowledge of the decisions, 
rules and regulations made by all administrations and the legislative power, together 
with their reasons, motivations and incentives.  
Finally, it should be mentioned that transparency is a current third-generation term 
which arose in order to respond to constant corruption practices and to the lack of 
information that is still nowadays a common practice among politicians and all levels of 
government in Spain.  
On the other hand, the concept of transparency has as purpose the reinforcement of 
our society’s confidence in the institutions by promoting good governance and by giving 
account of the government’s acts.  
In order to accomplish all of the above mentioned, in Spain it has been adopted an Act 
that regulates the access to information, public participation and access to justice in 
environmental matters. This law allows the access to a wide area of information related 
to the elements that formed the environment, factors of all kind that may affect it and 
human life conditions that may be affected by changes in it. 
 Nowadays, a tendency towards cooperation among administrations is occurring and 
this cooperation is experiencing great growth. Public servants must assume more and 
more the obligation of helping and giving information to citizens since, according to law, 
they can exercise their right to request information. Public servants and all levels of 
government cooperate with the institutions and state powers in order to provide 
information to citizens and establish good administrative practices which guarantee the 
citizens’ right to transparency. 
Public servants and all levels of government cooperate with the institutions and state 
powers in order to provide information to citizens and establish good administrative 
practices which guarantee the citizens’ right to transparency. 
In order to facilitate the access to documents and reports it would be convenient to 
create an accessible platform on the net where most relevant diverse data or data 
which has been requested by citizens frequently will be published 
In a democracy, it is essential that all persons could access to a wide range of 
information in order to participate in all issues that may affect them in a real and 
effective way. Information belongs to the public and this is the reason why citizens and 




information in the name of the public. Information belongs to the public and this is the 
reason why citizens and civil society has a right to access information. 
These principles and rights must be assumed by all levels of government in order to 
avoid or prevent any type of inadequate practices from the administrative body and 
public powers. 
 
4.3- About the access to information. 
The right to access information sets out two key obligations to governments. First, it is 
compulsory for them to publish and share out information about what all public 
institutions are doing. Second, all levels of government have the obligation to collect 
the public requests of information and not only respond to them but also allow the 
public to see the original documents or to receive copies of all documents and 
information which are in possession of the governments.  
Access to information is a human right which can be divided in two parts: 
Proactive: 
It is the positive obligation of public organisms of providing, publishing and spreading 
information on their main acts, budgets and policies in a way that the public is able to 
know what they are doing, participate in public issues and control how politicians are 
behaving. 
Reactive: 
It is the citizens’ right to request information from public servants about their acts and 
some documents that are in their possession, and the right to be responded. Most 
information in possession of the public entities should be available but, in some cases, 
this information remains secret in order to protect privacy, national security or 
commercial interests. 
It is also important the proactive task of the public administrations, organisms and 
institutions to provide information, as well as the citizens’ effort to request reliable 
information on economic and budgetary issues that may explain how the public money 
is spent by all levels of government in a clear, transparent and justified way, so that the 
Rule of law is improved .One of the objectives that the Spanish Government has 




citizens’ confidence on public institutions is. In order to succeed in it, the Spanish 
Government has taken a first-class international experience as reference. 
 
Objectives:  
One of the objectives that the Spanish Government has decided to achieve along these 
years is to improve democracy in order to regenerate citizens’ confidence on public 
institutions is. In order to succeed in it, the Spanish Government has taken a first-class 
international experience as reference. 
As mentioned before, the objective is to improve communication with citizens by 
making them essential participants in public acts. However, this first ambition has 
become an institutional reality of great importance throughout the years. 
The common objective is to reinforce the bonds among citizens and all levels of 
government by enhancing the amount and the quality of available public information, by 
establishing new channels of dialogue so that citizens could participate more easily and 
have a direct interlocution with decision-making centres and by favouring the citizens’ 
involvement in the development of public policies. 
Spain seems to have become convinced of the fact that the adoption of an open 
government policy is not simply a choice but a duty of the public administration and its 
institutions. Therefore, with this law on the right to access to environmental information, 
it is tackled a compromise with the adoption of measures which help reinforce our 
democracy stability, re-establish the dialogue with our citizens and, definitely, provide 
with greater wellness to our society. 
Once the content of the law has been confronted and the aspects which present major 
interpretative difficulties have been analysed, there is no doubt that all organisms which 
struggle to protect transparency and access to information will help to elucidate the 
failures to fulfil which appear throughout the implementation of the Law 27/2006 of 
access to public information on environmental matters. Furthermore, all this will 






Making public the level of infractions through rates, statistics and rankings is one of the 
tools that will allow society to measure the level of development reached in our country 
and to become aware of the different solutions included in our intern system which 
successfully secure their place in the eradication of opacity. In this sense, several 
international organisms have already stated that reducing secrecy and increasing 
transparency is healthy for democracy. 
In this sense, several international organisms have already stated that reducing 
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